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I. PRESENTACIÓN A CARGO DEL PRESIDENTE DE LA CIDH, DOCTOR FLORENTÍN MELÉNDEZ

PRESENTACIÓN DEL INFORME ANUAL 2006 

DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

Jueves 29 de marzo de 2007
Washington, D.C.
Señor Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, distinguidos representantes de los Estados Miembros y observadores de la Organización, señoras y señores,

Como Presidente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, tengo el placer de presentar ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente el Informe Anual del año 2006 de la CIDH. En el día de hoy me acompañan el Secretario Ejecutivo y el personal profesional de la Secretaría.

El informe que hoy presento ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos fue aprobado por la Comisión Interamericana durante su 127º período ordinario de sesiones que tuvo lugar entre el 26 de febrero y el 9 de marzo de este año. El informe fue preparado de conformidad con los lineamientos de la resolución AG/RES. 331 (VIII-0/78) de la Asamblea General, y en observancia del artículo 57 del Reglamento de la CIDH. El informe refleja las actividades generales de la CIDH bajo la presidencia del Dr. Evelio Fernández Arévalos. Complementaré la presentación de este informe con una presentación de PowerPoint que incluye detalles acerca del sistema de peticiones individuales y la condición financiera de la Comisión.

Estructura del Informe Anual 2006

Como en años anteriores, el Informe Anual está dividido en tres volúmenes: los dos primeros se refieren al trabajo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y el tercero contiene el informe del Relator Especial para Libertad de Expresión de la Comisión. 

Asimismo, siguiendo la práctica iniciada en 1999, el Capítulo I del Informe Anual 2006 está dedicado a una evaluación de la situación de derechos humanos en el Hemisferio y de los obstáculos para el disfrute de esos derechos. 

El Capítulo II ofrece una breve introducción sobre los orígenes y bases legales de la Comisión y describe las principales actividades realizadas por la Comisión durante el año, incluyendo las actividades llevadas a cabo durante los tres períodos de sesiones llevados a cabo en el 2006.  El Capítulo II también describe las visitas y otras actividades desarrolladas por la Comisión durante el año así como las actividades de la Comisión en relación con la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

El Capítulo III, el más largo del informe, contiene las decisiones de la Comisión respecto de peticiones y casos sobre violaciones de derechos humanos en los Estados Miembros de la Organización. El capítulo también incluye estadísticas correspondientes al trabajo de la Comisión, resúmenes de las medidas cautelares adoptadas o ampliadas durante el año 2006, y una visión general del seguimiento de las recomendaciones sobre decisiones publicadas desde el año 2001. 

El Capítulo IV del Informe Anual de 2006 contiene el análisis de las situaciones de derechos humanos en aquellos Estados miembros de la OEA cuyas prácticas en materia de derechos humanos han merecido atención especial de la Comisión. Así, el presente informe analiza la situación de derechos humanos en Colombia, Cuba, Haití y Venezuela. 
Situación general de los derechos humanos en el año 2006

Desde su último informe anual, la CIDH ha constatado importantes avances en materia de derechos humanos, que dan cuenta de la voluntad política de los Estados Miembros de asegurar la plena vigencia de las libertades fundamentales en el hemisferio. En particular, la Comisión valora las declaraciones de la Presidenta de Chile en el sentido de que el Estado cumplirá con la Sentencia de la Corte Interamericana que ordena la no aplicabilidad de la ley de amnistía en casos de violaciones a los derechos humanos cometidas durante la dictadura militar. De manera similar, la Comisión resalta el pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina en relación con el cumplimiento de medidas provisionales ordenadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, pronunciamiento que parte del reconocimiento de la grave situación por la que atraviesa el sistema penitenciario de una provincia. 

Cada vez es más frecuente también que las autoridades judiciales nacionales tomen en cuenta en sus decisiones las recomendaciones y estándares provenientes de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos. Un ejemplo de ello es la resolución del Tribunal Constitucional de Ecuador que, siguiendo una recomendación de la CIDH, declaró inconstitucional la figura de la “detención en firme”, que era utilizada para prorrogar la prisión preventiva más allá del límite permitido por la Constitución ecuatoriana y por los estándares internacionales en la materia. Al mismo tiempo, el Tribunal Constitucional ecuatoriano recomendó al Congreso Nacional que adecue en forma urgente el Código de Procedimiento Penal para ajustarse a lo establecido en el fallo constitucional.  Otro ejemplo es la adecuación de la legislación interna en Brasil a las normas internacionales sobre derechos humanos a través de la  aprobación de la Ley de Violencia Doméstica y Familiar contra la Mujer, conocida como “Lei Maria da Penha”. Esta ley fue adoptada en atención a las recomendaciones que hiciera la CIDH en el caso del mismo nombre y a través de ella se mejoran sustancialmente los mecanismos de protección para las mujeres víctimas de violencia en Brasil. 

La Comisión Interamericana celebra la ratificación por parte de Bolivia del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. La Comisión también observa importantes avances en la situación de las personas privadas de libertad en República Dominicana, donde se han inaugurado nuevos centros penitenciarios, empleando a personal civil. 

Lamentablemente, persisten aún varios desafíos.  La debilidad del Estado de derecho en varios países de la región continúa afectando la plena vigencia de los derechos humanos. La inseguridad ciudadana, la inequidad social, el acceso a la justicia y la consolidación democrática son sólo algunas de las áreas que requieren mayor atención de los Estados en materia de derechos humanos. En particular, la fragilidad del Poder Judicial en la mayoría de países de la región, y en algunos países los ataques contra la independencia e imparcialidad de los jueces, representa una de las dificultades más grandes que confrontan los Estados Americanos para garantizar la vigencia de los derechos humanos. Esta fragilidad se traduce en obstáculos al acceso igualitario a la justicia, en procesos judiciales lentos, y en impunidad en casos de graves violaciones a los derechos fundamentales. 

Asimismo, todos los presentes somos concientes de que la marginación y la exclusión social siguen siendo los rasgos característicos de la región, lo que no sólo impide la efectiva vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales de la gran mayoría de la población en el hemisferio, sino que impide también el fortalecimiento de las instituciones democráticas. La Comisión observa en su informe una estrecha relación entre exclusión y degradación institucional, la misma que se expresa en actos de tortura, muertes violentas, colapso de sistemas carcelarios, detenciones arbitrarias, golpizas y ejecuciones policiales a jóvenes de barrios populares, abuso de la prisión sin juicio como mecanismo de control de los sectores excluidos, atropello violento a pueblos indígenas que resisten la expulsión de sus tierras, actos de discriminación por motivos étnicos y raciales por parte de las autoridades estatales, entre otros. 

A pesar de que la desigualdad continúa siendo un eje central en el diagnóstico sobre la vigencia de los derechos humanos de la región, sigue sin ocupar un espacio prioritario en las políticas públicas de los Estados. En el continente rige una situación de desigualdad fáctica y jurídica que afecta a las mujeres así como a grupos tradicionalmente discriminados, tales como los pueblos indígenas, los afrodescendientes y los homosexuales. A esto hay que añadir que millones de personas en el hemisferio son excluidas debido a problemas de desempleo estructural, marginación social e inaccesibilidad a servicios sociales básicos. 

La Comisión continúa especialmente preocupada por la creciente inseguridad ciudadana en la región y la falta e una respuesta institucional por parte de los Estados que sea compatible con los principios de una sociedad democrática y respetuosa de los derechos humanos. En ese sentido, la Comisión resalta nuevamente la impostergable necesidad de una discusión pública sobre la irrenunciable obligación de los Estados de garantizar la seguridad de sus ciudadanos frente a cualquier tipo de violencia, crimen y agresiones, en el marco del pleno respeto a las libertades fundamentales. Al respecto, la Comisión ha iniciado la elaboración de un estudio hemisférico sobre la relación entre seguridad ciudadana y derechos humanos. 

A nombre de la Comisión Interamericana quiero destacar en esta oportunidad el continuo crecimiento de la legitimidad y efectividad del sistema interamericano de derechos humanos, expresado a través del constante incremento en el número de personas que acuden a plantear sus peticiones, la diversidad de temas que se presentan y de organizaciones que asisten a sus audiencias, el alto nivel de representación estatal y de la sociedad civil en las mismas, el aumento de utilización de la jurisprudencia del sistema por múltiples tribunales de nuestra región, y los importantes resultados logrados en la defensa de los derechos humanos gracias a la utilización del sistema.  Es de subrayar la importancia de la colaboración de los Estados de la región a través de la conclusión de acuerdos de solución amistosa, reconocimientos de responsabilidad internacional en casos ante la Comisión y la Corte, así como las invitaciones abiertas de varios países para que la Comisión pueda realizar visitas de observación de la situación de los derechos humanos en el continente. De tal forma, la Comisión constituye un foro regional de especial importancia para debatir los desafíos que enfrentan los Estados Miembros de la OEA en el cumplimiento de su obligación de garantizar la vigencia de los derechos humanos en su territorio.  Esto demuestra que se ha avanzado en el entendimiento de que los órganos del sistema y los procesos que ante ellos se ventilan son sólo coadyuvantes de la función primordial de los Estados como garantes de las libertades fundamentales, por lo que el cumplimiento de los mandatos que le han sido otorgados a la CIDH exige que trabajemos no contra los Gobiernos, no a pesar de los Gobiernos, sino con los Gobiernos. Es por ello que me complace estar aquí en representación de la Comisión para llevar a cabo este espacio de diálogo fundamental con los Estados Miembros de la Organización.  

Actividades de la Comisión Interamericana durante el año 2006

En el período al que se refiere el informe que hoy presento ante ustedes la Comisión Interamericana celebró tres períodos de sesiones: el 124º período ordinario de sesiones tuvo lugar del 27 de febrero al 17 de marzo de 2006; el 125º período extraordinario de sesiones se llevó a cabo en Guatemala del 17 al 21 de julio de 2006 y el 126º período ordinario de sesiones se celebró del 16 al 27 de octubre de 2006.  

En las sesiones de trabajo interno celebradas durante el año 2006, la Comisión dedicó especial atención al estudio y revisión de peticiones y casos referentes a distintos Estados del hemisferio, como al análisis de situaciones prioritarias en el área de derechos humanos. Durante dichas sesiones, en el año 2006 la Comisión aprobó un total de 144 informes y celebró 120 audiencias en relación con casos y peticiones individuales, medidas cautelares y situaciones generales de derechos humanos en los distintos Estados y subregiones de las Américas.  

En el año 2006 la Comisión continuó además con el litigio de una serie de materias ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y presentó 14 nuevos casos ante la Corte. 

Asimismo, en el ejercicio de su facultad de preparar estudios e informes y elaborar recomendaciones a los Estados para fomentar el debido respeto a los derechos humanos, la Comisión Interamericana discutió y aprobó el “Informe sobre la situación de las defensoras y defensores de derechos humanos en las Américas”, en el que como ustedes saben se resalta la legitimidad de las actividades de promoción y protección de los derechos humanos que realizan las defensoras y defensoras, que al coadyuvar una obligación esencial de los Estados genera en éstos obligaciones especiales de protección respecto de quienes se dedican a promover y proteger tales derechos.  En marzo de 2006 la Comisión publicó también un Estudio sobre la Administración de Justicia en Haití a través del cual analizó las fallas sistemáticas en cuanto a la protección de los derechos humanos fundamentales del pueblo haitiano. También la CIDH publicó un informe temático sobre el impacto del conflicto armado en las mujeres colombianas, a través del cual se abordan las principales manifestaciones de violencia contra las mujeres agravadas por el conflicto armado, como son la violencia física, psicológica y sexual; el desplazamiento forzado; el reclutamiento forzado y voluntario; la imposición de pautas de control social por grupos armados ilegales en poblaciones o territorios bajo su control; y la situación particularmente crítica de las mujeres indígenas y afrocolombianas.  

A lo largo del año 2006 la Comisión y sus distintos relatores realizaron además varias visitas a la región. Así, la Comisión visitó Haití en el mes de mayo con el objetivo de realizar actividades de promoción, y en el mes de diciembre con el objeto de recoger información sobre las distintas formas de violencia ejercidas contra las mujeres y niñas, la respuesta de la administración de justicia a estos hechos, y el problema de la impunidad. 

La Comisión realizó también varias visitas a Colombia. En febrero una delegación de la CIDH viajó a Bogotá para dar seguimiento al proceso de desmovilización en Colombia. En marzo se realizó una nueva visita de monitoreo a Colombia, y la delegación de la Comisión se trasladó a Valledupar con el propósito de observar el circuito judicial que se llevó a cabo previo al acto formal de desmovilización del Bloque Norte de las Autodefensas Unidas de Colombia. En abril la delegación de la CIDH visitó la ciudad de Apartadó con el fin de observar la segunda fase de desmovilización del Bloque Élmer Cárdenas. Finalmente, en mayo se realizó otra visita de observación a Colombia durante la cual se llevaron a cabo reuniones con autoridades del Gobierno Nacional, con los funcionarios que dirigen en Colombia la oficina de la Misión MAPP/OEA, y con miembros de la comunidad internacional, de las organizaciones de la sociedad civil y organizaciones intergubernamentales. 

En abril de 2006 el Relator para los derechos de la Niñez, realizó una visita a Paraguay tras una invitación del Gobierno de dicho país, con el fin de recabar información sobre la situación de los niños y niñas de la calle en la Ciudad del Este. Durante su visita, el Relator sostuvo reuniones con niños y niñas en situación de calle, con organizaciones de derechos humanos que trabajan sobre temáticas relacionadas a los derechos de los niños, niñas y adolescentes, así como también con altas autoridades locales y nacionales. 

Por invitación del Gobierno de Bolivia, la CIDH realizó una visita del 12 al 17 de noviembre de 2006, a fin de observar la situación general de derechos humanos en dicho país. Durante la visita la Comisión mantuvo reuniones con altas autoridades del Estado y con numerosas organizaciones de la sociedad civil. Asimismo, la Comisión visitó varios centros penitenciarios en Bolivia. 

En mi calidad de Relator sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad realicé también una visita a República Dominicana por invitación del Gobierno entre el 7 y el 13 de agosto de 2006. La visita tuvo por objeto verificar la situación de las personas privadas de la libertad en distintas cárceles del país así como realizar actividades de carácter promocional sobre el sistema interamericano de derechos humanos. 

También en mi calidad de Relator realicé una visita a Brasil del 20 al 22 de septiembre, con el objeto de verificar la situación de las personas privadas de libertad en São Paulo que son beneficiarias de medidas provisionales ordenadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Del 1º al 9 de diciembre presidí también una visita de trabajo a Argentina durante la cual sostuve reuniones con altas autoridades de la Cancillería Argentina, con altas autoridades de los Servicios Penitenciarios Federal y Provincial, así como con miembros de organizaciones de la sociedad civil que trabajan con el tema de los centros de detención de la Provincia de Buenos Aires. 

Finalmente, del 11 al 14 de diciembre el Relator para los asuntos de Perú, llevó a cabo una visita de trabajo a Lima acompañado de personal de la Secretaría Ejecutiva, durante la cual sostuvieron entrevistas con el Presidente de la República, Alan García, y otros altos funcionarios del Estado peruano, así como con un amplio número de organizaciones de la sociedad civil, de organizaciones afro-descendientes y de organizaciones y comunidades indígenas. 

Por su parte, durante el año 2006 las distintas Relatorías de la CIDH han continuado sus actividades de apoyo en el sistema de casos individuales, así como también han proseguido sus actividades de promoción y de asesoramiento a los Estados Miembros de la Organización. 

En ese sentido, la Relatoría sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas continuó asesorando al Presidente del Grupo de Trabajo encargado de la elaboración del Proyecto de Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas. A través de este trabajo de asesoría, la CIDH ha sido testigo de los esfuerzos de los Estados Miembros de la OEA y los representantes de los pueblos indígenas del continente, en el proceso de negociación del proyecto.  

Por su parte, la Relatoría sobre los Derechos de la Mujer mantuvo como prioridad durante el año 2006 la cuestión de cómo asegurar el acceso efectivo de las mujeres a la justicia, en particular cuando han sido víctimas de violencia y discriminación. Los resultados de estos esfuerzos se han visto reflejados, por ejemplo, en el lanzamiento del Informe sobre Acceso a la Justicia de las Mujeres Víctimas de Violencia, llevado a cabo en el marco del último período de sesiones de la CIDH y gracias al apoyo del Gobierno de Finlandia. 

La Relatoría sobre los Derechos de la Niñez prosiguió también sus actividades a favor de los derechos de los niños y niñas en el hemisferio, y es de destacar que la CIDH ha firmado un convenio con el Banco Interamericano de Desarrollo para fortalecer las actividades de esta Relatoría, el cual seguirá siendo ejecutado durante el año 2007 y le permitirá a la Relatoría desplegar actividades adicionales a las que ha venido efectuando. 

La Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de la Libertad en las Américas, a mi cargo, participó de manera activa en numerosas actividades promocionales, de observación in loco y de asesoría a los Estados Miembros. La Relatoría ha seguido de cerca los reiterados incidentes que afectaron la vida, la dignidad y la integridad personal de los privados de libertad en las Américas.  Finalmente, debo mencionar que la Relatoría a mi cargo ha avanzado significativamente en el proceso de elaboración del Proyecto de Declaración de Principios sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, a través del cual la CIDH pretende impulsar la utilización de los principios reconocidos en los diferentes instrumentos internacionales dirigidos a la protección de los derechos de las personas privadas de libertad, así como de aquellos emergentes de la jurisprudencia de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos en la materia. 

La Relatoría sobre los Derechos de las Personas Afrodescendientes y combate al Racismo y todas las formas de Discriminación continuó realizando numerosas actividades con el objeto de crear mayor conciencia en la población respecto a que el racismo y la discriminación son herramientas utilizadas para excluir e impedir el acceso de minorías políticas al ejercicio pleno de la ciudadanía en las Américas. El Comisionado Sir Clare Roberts, en su calidad de Relator, atendió a la Conferencia Internacional de Intelectuales Africanos y de la Diáspora en Salvador, Bahía. Asimismo, la Relatoría participó en la Conferencia Regional de las Américas sobre los avances y desafíos en el programa de acción contra el racismo, la discriminación racial, xenofobia y las formas conexas de intolerancia llevada a cabo en Brasilia. Ambas reuniones fueron oportunidades muy importantes para el debate sobre las formas de combate al racismo, así como para el desarrollo de estrategias que contribuyan a la implementación de políticas públicas para la reducción de las desigualdades sociales fruto del racismo. 

Durante el año 2006 la Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias continuó con sus actividades de promoción y asesoramiento. Es de destacar que desde agosto de 2005 hasta finales de 2006 esta Relatoría no contó con fondos adicionales para el desarrollo de sus actividades, por lo cual su trabajo se vio mermado. En noviembre de 2006 se recibió una importante donación del gobierno de la República Bolivariana de Venezuela, cuyo apoyo es de gran valor para la Comisión. Al mismo tiempo, la Comisión espera que el interés expresado por otros Estados y organizaciones sea plasmado en otros aportes financieros que permitan a la Relatoría continuar con el cumplimiento de su mandato.

Finalmente, la Unidad de Defensores de Derechos Humanos de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH dedicó sus labores a la publicación del Informe sobre la situación de las defensoras y defensores de derechos humanos en las Américas así como también en su difusión en diversos Estados de las Américas. Asimismo, la Unidad continuó dando seguimiento a la situación de los defensores y defensoras de derechos humanos en el hemisferio, así como al cumplimiento, por parte de los Estados, de las recomendaciones contenidas en el Informe. 

En conclusión, vale decir que la Comisión ha dado cumplimiento a los mandatos establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como a los mandatos que le han sido asignados por la Asamblea General y la Cumbre de la Américas. Sin embargo, varias de estas actividades son desarrolladas por la Comisión a través de contribuciones voluntarias y fuentes externas de financiamiento, debido a la falta de presupuesto regular de la Comisión. En este sentido, me veo en la necesidad de enfatizar, una vez más, la necesidad de los Estados Miembros de cumplir con su compromiso de aumentar el presupuesto regular de la Comisión a fin de que ésta pueda continuar cumpliendo con sus crecientes responsabilidades y mandatos. 

Decisiones de la Comisión Interamericana respecto a peticiones, casos y medidas cautelares

En el período bajo análisis, la Comisión decidió un total de 148 informes, incluyendo 56 informes de admisibilidad de peticiones, 14 informes de inadmisibilidad de peticiones, 10 informes de solución amistosa, 27 informes de archivo, 8 informe de publicación y 33 informes de fondo. En el mismo período la Comisión otorgó un total de 37 medidas cautelares de acuerdo al artículo 25 de su Reglamento, a fin de prevenir daño irreparable a las personas. 

Asimismo, durante el año 2005, la Comisión recibió un total de 1325 peticiones individuales e inició el trámite de 147 peticiones, lo que constituye un total de 1237 casos y peticiones individuales en trámite ante la Comisión durante el año 2006. Asimismo, la Comisión refirió un total de 14 casos a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Todo esto se logró como resultado de los incansables esfuerzos del pequeño grupo de personal de la Secretaría Ejecutiva y los miembros de la Comisión. Estas circunstancias imponen una presión considerable en la Secretaría Ejecutiva, en su intento por manejar esta carga de casos en incremento y los crecientes mandatos de la Comisión en otras áreas con un presupuesto que se mantiene constante o que incluso es recortado en términos reales. 

Dado que el mayor volumen de trabajo de la CIDH se ve reflejado en las decisiones que adopta en relación con peticiones, casos y solicitudes de medidas cautelares que se presentan para su consideración, quisiera detenerme en este punto en el análisis de algunas estadísticas que dan fe del intenso trabajo llevado a cabo por la Comisión Interamericana durante el año 2006.  
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Por último, quiero resaltar que la fortaleza del sistema interamericano de protección de los derechos humanos depende del cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión, las decisiones de la Corte y las medidas urgentes de protección. Como se observa en el cuadro sobre el Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH  (página 1145 del Informe), varios Estados han dado cumplimiento a las recomendaciones de manera total o parcial. Por otro lado hay muchos casos en los que los Estados involucrados aun deben implementar, de manera plena, las recomendaciones emitidas. En este sentido, es importante reiterar la obligación de los Estados Miembros de hacer el mayor esfuerzo posible a fin de cumplir de buena fe con las recomendaciones de la Comisión.

Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región: la situación de Colombia, Cuba, Haití y Venezuela

La Comisión Interamericana continúa con su práctica de incluir en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, un capítulo sobre la situación de los derechos humanos en aquellos países Miembros que han sido objeto de especial atención de la Comisión. En base a los criterios preestablecidos por la Comisión (incluidos en su Informe Anual de 1997), la Comisión decidió incluir en el presente Informe a cuatro Estados Miembros: Colombia, Cuba, Haití y Venezuela. 

Respecto de Colombia, la Comisión es particularmente conciente de la compleja situación que enfrenta este país, de las consecuencias de la violencia ejercida por los actores del conflicto sobre la población civil, y de los esfuerzos del Estado por lograr la pacificación. En este contexto, corresponde valorar los esfuerzos del gobierno colombiano en el impulso de medidas destinadas a asegurar la vigencia de los derechos humanos. En particular, la CIDH desea resaltar el “Programa de protección de defensores de derechos humanos, sindicalistas, periodistas y líderes sindicales, el cual protege a numerosos beneficiarios de medidas cautelares y provisionales otorgadas por la Comisión y la Corte Interamericanas, respectivamente. Asimismo, la CIDH reitera la necesidad de continuar con el fortalecimiento de los mecanismos de protección establecidos mediante estos programas. 

Sin embargo, a pesar de las iniciativas de promoción de los derechos humanos emprendidas por el Gobierno colombiano y de la disminución en las cifras de ciertas violaciones a los derechos humanos, conviven aún en Colombia los efectos del conflicto armado, los cuales continúan golpeando a los sectores más vulnerables de la población civil. Las manifestaciones de violencia perviven junto a los esfuerzos desplegados a fin de desmovilizar a los grupos armados al margen de la ley, y los intentos por administrar justicia aún no han mostrado resultados en términos de efectividad, reparación integral y remoción de los actores de violencia. 

Durante el año 2006, la Comisión ha observado varios obstáculos en el proceso de desmovilización de los actores armados y el desarrollo y aplicación de su marco legal, la persistencia de patrones de violación de los derechos a la vida y la integridad personal, la situación de grupos vulnerables, y la las continuas amenazas a defensores de derechos humanos y líderes sociales. Asimismo, la CIDH continúa preocupada por la falta de esclarecimiento judicial de la abrumadora mayoría de masacres, asesinatos selectivos y desapariciones forzadas utilizadas por los actores en el conflicto armado interno como estrategia contra la población civil. 

La Comisión continuó recibiendo información sobre la situación de violencia que aqueja a grupos vulnerables en Colombia, en particular los pueblos indígenas y los consejos comunitarios y comunidades afrodescendientes, en especial en ciertas regiones del país cuyos miembros son blanco de violencia en forma individual y colectiva, lo cual pone en peligro su autonomía y sus derechos territoriales y culturales. 

La Comisión Interamericana ha dado un seguimiento cercano al proceso de desmovilización de grupos paramilitares en Colombia, en particular a aquellos aspectos del proceso que se relacionan con la vigencia y cumplimiento de las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos. Durante el año 2006 la CIDH recibió preocupante información sobre la continuidad de crímenes perpetrados contra la población civil por parte de actores que se habrían reagrupado o continuarían operando tras la desmovilización, en violación a los compromisos asumidos. Estos crímenes se traducen en violaciones del derecho a la vida, la integridad personal y la libertad, y redundan en la continuidad del fenómeno de desplazamiento interno. El año 2006 marca la culminación de la fase de desmovilización de las AUC y Colombia enfrenta el desafío de mostrar resultados concretos del desmonte de las estructuras armadas del paramilitarismo e implementar el marco legal adoptado con el fin de juzgar los crímenes perpetrados por las AUC.  

La CIDH resalta una vez más la necesidad de emplear mecanismos efectivos de negociación a fin de terminar con la violencia que afecta a los habitantes en Colombia desde hace cuatro décadas, y recuerda que el respeto de los derechos a la verdad, justicia y la reparación integral para las víctimas del conflicto armado son cruciales para alcanzar una paz duradera y fortalecer la administración de justicia en Colombia, garantizando la no repetición de las graves violaciones de derechos humanos cometidas. 

Respecto de Cuba, la Comisión continuó observando y evaluando la situación de los derechos humanos de su habitantes, y dentro del período de este informe recibió información sobre violaciones a la libertad de expresión; la precaria condición de detención de las personas privadas de libertad en razón de ser disidentes al gobierno; la práctica sistemática de actos de repudio contra opositores políticos; y la vulneración de los derechos laborales y sindicales de los trabajadores, situaciones que se ven particularmente agravadas por la falta de independencia del poder judicial. La Comisión considera necesario insistir en que la manifestación pacífica de opiniones diversas a las del gobierno cubano no puede ser criminalizada. 

Las restricciones a los derechos políticos, a la libertad de expresión y de difusión del pensamiento han conformado durante décadas una situación permanente y sistemática de vulneración de los derechos fundamentales de los ciudadanos cubanos, situación que se ve particularmente agravada por la falta de independencia del poder judicial.  Asimismo, la Comisión considera necesario reiterar que la falta de elecciones libres, justas, basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo , vulnera el derecho a la participación política consagrado en el artículo XX de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.

En su Informe Anual de 2006, la Comisión señala una vez más el impacto de las sanciones económicas sobre los derechos de la población cubana y reitera la necesidad de poner fin al embargo económico, comercial y financiero que pesa sobre Cuba desde hace más de 40 años. 

Respecto de Haití, la Comisión continúa preocupada por la falta de protección y garantías frente a las graves violaciones de derechos humanos que afectan a la población en Haití, particularmente a mujeres, niños, defensores de derechos humanos y periodistas. La Comisión observa que persisten altos niveles de violencia en Puerto Príncipe, y que esta violencia ha cobrado cientos de vidas y víctimas de secuestros, debido al pronunciado deterioro de la situación de seguridad existente en Haití. Alarma a la Comisión la persistencia de esas condiciones sin que se aplique una estrategia y medidas eficaces de control y prevención de dichos actos de violencia, y el hecho de que la situación de inestabilidad provocada por confrontaciones de bandas armadas e intimidación de civiles siga arraigándose en Haití.  

Si bien los niveles de violencia disminuyeron durante el período electoral a principios del 2006 y se creó una nueva Comisión Nacional de Desarme, desde mediados de 2006 Haití ha venido experimentando un proceso de reintensificación de la violencia. Esta situación obedece en gran medida a la proliferación de bandas armadas y a la consolidación de las actividades de bandas criminales organizadas que ejercen el control exclusivo de varias partes del territorio, sumadas a la incapacidad de las fuerzas policiales de responder eficaz y adecuadamente a este fenómeno. Preocupa a la Comisión la proliferación de actos sistemáticos de secuestro, la utilización de niños por parte de grupos armados, la explotación física y sexual de mujeres en actividades delictivas, y la falta de una respuesta adecuada por parte del Estado para llevar a la justicia a los responsables de estos actos.  En ese sentido, la Comisión, al tiempo que subraya la importancia de la prevención del crimen y la captura de criminales peligrosos para brindar mayor seguridad a la población, hace hincapié nuevamente en la prohibición de arrestos y detenciones arbitrarias consagrada en el artículo 7 de la Convención Americana. 

La Comisión reitera en su Informe que el logro de una paz duradera en Haití exige que el Estado, en cooperación con la población haitiana y con respaldo de la comunidad internacional, adopte medidas decisivas para desarmar efectivamente a todos los que poseen armas ilegales, lleve a cabo un diálogo constructivo conciliatorio entre los distintos sectores para promover el consenso social y político, adopte pasos firmes para poner fin a la impunidad por abusos de los derechos humanos y respalde la economía nacional para lograr mayores alternativas de empleo y autosostenibilidad para los haitianos. 

Respecto de Venezuela, la Comisión continúa preocupada por la situación de la administración de justicia, la impunidad que rodea las denuncias sobre ejecuciones extrajudiciales a manos de funcionarios estatales, la precaria situación de los privados de libertad y el ambiente de presión política que estarían recibiendo diversos sectores de la sociedad civil, especialmente aquellos que no muestran un alineamiento expreso a las consignas y objetivos del actual gobierno. 

En relación con la administración de justicia, preocupa a la Comisión la falta de garantías de imparcialidad e independencia de los operadores de justicia y la situación de impunidad frente a las violaciones de derechos humanos en Venezuela, particularmente violaciones al derecho a la vida. La seguridad ciudadana en Venezuela constituye un aspecto de especial preocupación de la Comisión dados los altos niveles de impunidad respecto a las numerosas ejecuciones extrajudiciales cometidas por agentes estatales bajo el fenómeno de “ajusticiamiento” de presuntos delincuentes, precisamente en el marco del supuesto “resguardo de la seguridad ciudadana”. Asimismo, la Comisión ha verificado cifras preocupantes en cuanto a los asesinatos cometidos bajo la modalidad de “sicariato” y un lento avance de las investigaciones respectivas. 

También siguen siendo materia de especial preocupación para la Comisión los actos de violencia contra las personas privadas de libertad en Venezuela registrados en el año 2006, ocasionando la pérdida de vidas y graves lesiones físicas de centenares de personas privadas de la libertad. 

El Informe anual de la Comisión incluye también algunas observaciones y recomendaciones formuladas en relación con el Proyecto de Ley de Cooperación Internacional, proyecto que podría tener implicaciones respecto al ejercicio del derecho a la libertad de asociación en general y, en particular, a la labor que realizan las organizaciones defensoras de derechos humanos que reciben financiamiento externo para sus actividades. 

Durante el año 2006 la Comisión también a tomado conocimiento de numerosas situaciones que afectan el normal ejercicio del derecho a la libertad de expresión en Venezuela, incluyendo el asesinato de dos periodistas, actos de agresión y amenazas contra varios otros periodistas, el aumento del número de procesos penales en contra de comunicadores sociales y actos que podrían configurar formas de restricción indirecta al ejercicio de este derecho fundamental. En especial, la Comisión recibió información según la cual algunas autoridades de gobierno habrían anunciado la revisión de la concesión de algunos medios de comunicación por motivos que podrían incluir la línea informativa de tales medios. Al respecto, la Comisión reconoce la potestad del gobierno de administrar el espectro radioeléctrico, de establecer previamente términos de duración de las concesiones y de decidir sobre su renovación a la finalización de los plazos respectivos. Tal potestad, sin embargo, debe ser ejercida tomando igualmente en cuenta las obligaciones internacionales asumidas por el Estado, que incluyen garantizar el derecho a expresar ideas y pensamientos de toda índole sin que se adopten restricciones indirectas al ejercicio del derecho a la libertad de expresión sobre la base de la línea editorial de los medios.

Más aún, preocupan a la Comisión las dificultades que encuentra al momento de desempeñar en Venezuela el mandato que los Estados le consignaron. En ese sentido, uno de los aspectos a los cuales la Comisión dedicó parte de su trabajo durante el año 2006 fue el intento de materializar una visita a Venezuela, esfuerzo que se vio seriamente frustrado dada la falta de respuesta del Estado en proponer una fecha precisa para la realización de la misma.  La Comisión considera que la imposibilidad, por falta de anuencia o voluntad política de un Estado, de que la CIDH visite un Estado Miembro, contrapone el espíritu mismo que llevó a los Estados a crear los órganos del sistema de protección de derechos humanos. Por ello, en su Informe la Comisión renueva su compromiso de trabajar con el Estado y la sociedad venezolana y reitera con especial énfasis su interés en concretar próximamente una visita al país con el fin de contribuir al desarrollo  fortalecimiento de los derechos humanos en Venezuela. 

Para finalizar, como en los informes de años pasados, el Relator Especial para la Libertad de Expresión preparó su informe de 2006 sobre el tema, el mismo que constituye el Volumen III del Informe Anual de la CIDH. De acuerdo al mandato de la Comisión el informe cubre los temas y las actividades que fueron prioritarias para la Relatoría durante el año, incluyendo la evaluación del estado de la libertad de expresión en el Hemisferio.  Asimismo, el informe incluye una sección sobre la jurisprudencia que sobre el tema han sentado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y del Comité de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas. 

Finalmente, los anexos del Informe Anual contienen información respecto al estado actual de las convenciones y protocolos de derechos humanos adoptados dentro del marco del sistema interamericano, así como comunicados de prensa emitidos por la Comisión durante el 2006 y discursos pronunciados a nombre de la Comisión en el mismo período. 

En relación con el estado actual de la ratificación de los Tratados sobre Derechos Humanos, quiero resaltar que, como se desprende del gráfico siguiente, este es uno de los grandes desafíos pendientes para la vigencia de los derechos humanos de los habitantes de las Américas. 
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Estado de la ratificación de los 7 Tratados sobre Derechos Humanos 

por parte de los 35 Estados miembros de la OEA entre 1969 y 2007

Total: 245 Actos de Ratificación 

126

(51%)
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(49%)

Actos de ratificación realizados

Actos de ratificación pendientes


Los siguientes Estados han ratificado el 100% de los tratados del sistema interamericano de derechos humanos: Costa rica, Ecuador, Panamá, Paraguay, y Uruguay. 

Los siguientes Estados han ratificado 6 de los 7 tratados sobre derechos humanos: Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Guatemala, México, Perú y Venezuela.

Conclusión

Sr. Presidente, Sres. Representantes de los Estados Miembros, estimados colegas, damas y caballeros,

No quisiera terminar ni dejar de resaltar que el apoyo de los Estados Miembros y su colaboración con el trabajo de la Comisión son cruciales para asegurar la genuina efectividad del sistema interamericano en la protección de los derechos humanos. La búsqueda constante de mecanismos para consolidar las democracias crea nuevas oportunidades para el compromiso de los Estados Miembros con los órganos del sistema interamericano de derechos humanos. 

La Comisión y la Corte son, conforme al propósito de los Estados Miembros, medios para ayudar al desarrollo de "un régimen de libertad personal y de justicia social", que es el objetivo final consignado en el preámbulo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Acorde con ello, la Comisión renueva su  compromiso de trabajar con los Estados Miembros en el cumplimiento de su mandato para defender la dignidad humana mediante el ejercicio de su mandato en la protección y la promoción de los derechos humanos. 

En nombre de la Comisión, quiero expresar nuestra gratitud por el apoyo que los Estados Miembros han brindado a la Comisión para que ésta continúe honrando ese compromiso común de velar por el ejercicio de los derechos humanos de todas las personas de nuestro Hemisferio.  Quiero agradecer asimismo, en nombre de la Comisión al Secretario General José Miguel Insulza, quien ha apoyado constantemente nuestro trabajo y ha consagrado en la estructura el reconocimiento a la independencia de la Comisión dentro de la Organización de los Estados Americanos, a la vez de apoyar la gestión de aumento presupuestario.

A pesar de dichos esfuerzos, los montos previstos en el programa-presupuesto anual de la Organización no corresponden a las necesidades reales de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. La CIDH ha recibido con entusiasmo los mandatos asignados a ella por la Asamblea General, así como los encomendados por las Cumbres de las Américas, toda vez que demuestran la creciente legitimidad del sistema y el reconocimiento de los Estados de su relevante rol dentro de la Organización. Sin embargo, la capacidad de la Comisión Interamericana de cumplir con sus amplios y diversos mandatos requiere un compromiso equivalente en el plano de la asignación de los recursos financieros y humanos. 

El monto del presupuesto de la Comisión para 2007 es de US$ 3,677,700, lo que representa el 4.5% del presupuesto global de la Organización (US$ 81.500.000). Al respecto, quiero agradecer el compromiso y apoyo financiero efectuado por los gobiernos de los siguientes países miembros de la Organización: Brasil, Chile, Costa Rica, Estados Unidos, México, República Dominicana y Venezuela que con sus contribuciones hicieron posible el trabajo de la Comisión durante el año 2006. Asimismo, a nombre de la Comisión deseo invitar a todos los Estados Miembros a que se solidaricen con la asignación de mayores recursos para el adecuado y regular funcionamiento de los órganos de derechos humanos del sistema interamericano. 

La situación presupuestaria actual obliga a la Comisión a cubrir muchos de sus gastos a través de fondos específicos, por lo que no puedo dejar de lado esta oportunidad para expresar mi gratitud por las contribuciones recibidas de Dinamarca, España, Finlandia, Francia, Irlanda, Italia, Suecia, el Banco Interamericano de Desarrollo, la Comisión Europea, la Fundación Open Society y la Secretaría del Commonwealth, las cuales hicieron posible llevar a cabo múltiples actividades vitales para el trabajo de protección y promoción de los derechos humanos de la CIDH. 
Finalmente, quisiera dejar sentado mi especial aprecio al el sentido de profesionalismo y dedicación con el que laboran el Secretario Ejecutivo y el personal administrativo y profesional de la Secretaría, cuyo trabajo incansable tiene un impacto fundamental en los esfuerzos de la Comisión para proteger y promover los derechos humanos en la región. 

II. OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES DE LOS ESTADOS MIEMBROS – SÍNTESIS
En esta reunión intervinieron las delegaciones de Argentina, Brasil, Canadá
/, Chile, Colombia
/, Costa Rica
/, Estados Unidos
/, El Salvador, Guatemala, México, Panamá, Paraguay, Perú y Venezuela
1. Agradecimientos y Reconocimientos
Varias delegaciones presentaron sus reconocimientos al Presidente y al Secretario Ejecutivo de la CIDH, presentaron sus agradecimientos por la elaboración del Informe Anual de la Comisión a todo el personal de la Secretaria Ejecutiva de la CIDH y manifestaron estar conscientes de las limitaciones con las que trabaja la CIDH, lo cual la hace merecedora de un especial respeto.

Las delegaciones felicitaron al Comisionado Florentín Meléndez por su elección como Presidente de la CIDH y reconocieron la labor del Comisionado Evelio Fernández Arévalos por su desempeño en la Presidencia de la CIDH en el período anterior.

Las delegaciones destacaron la utilidad del Informe a la Asamblea General que cada año publica la CIDH y reflexionaron sobre la inmensa cantidad de trabajo y sobre la magnitud de las responsabilidades que tienen a su cargo todas y cada una de las personas que trabajan en la Secretaría Ejecutiva de la CIDH. Agregaron que solamente gracias a la mística y a la entrega del personal de la Secretaría Ejecutiva es posible atender con los innumerables mandatos especiales que se asignan a la CIDH, además del conocido trabajo de estudiar y elaborar los diferentes tipos de informes respecto a las peticiones individuales y casos que llegan para su consideración.

Varias delegaciones felicitaron a los Comisionados de la CIDH, al Secretario Ejecutivo y al personal de la Secretaría Ejecutiva por su profesionalismo, dedicación y sobre todo por su compromiso con el tema de los derechos humanos.

2. Sobre las peticiones

Algunas delegaciones expresaron que, tal como lo demuestran las estadísticas contenidas en el Informe Anual, el número considerable de peticiones individuales que se presentan ante la Comisión, es un signo positivo, ya que ilustra la difusión que el sistema tiene en los Estados Miembros, así como la confianza depositada en la Comisión. 

Otras delegaciones mencionaron que, respecto al tema de la promoción de la labor de la CIDH, se observa en el Informe Anual de la CIDH que hay unos 8 o 10 países en donde hay muy pocos casos, peticiones y medidas cautelares, y comentaron que no pareciera que faltaran violaciones a los derechos humanos, sino que más bien podría tratarse de una necesidad de que la CIDH pueda tener la oportunidad de llegar a todos los países del hemisferio.

Varias delegaciones mencionaron la importancia de, en su oportunidad y de ser posible, contar con informes sobre los casos que llevan mucho tiempo inmovilizados sin que sobre ellos se presenten hechos nuevos, y que de ser procedente, los mismos sean cerrados, lo cual serviría para limpiar la cartera de asuntos pendientes de los países.

Algunas delegaciones sugirieron que los informes de la CIDH reflejen más claramente los avances logrados con respecto a los portafolios de los diferentes Estados Miembros.

Otras delegaciones insistieron en que el alto número de peticiones que se registran en su contra, no se debe a violaciones sistemáticas de los derechos humanos en sus países, sino que son en muchos casos el legado de lo acontecido en gobiernos anteriores o el resultado del conocimiento que del sistema interamericano se tiene en los países, lo cual lleva a que este sea recurrido con mucha facilidad, incluso sin que previamente se hubiesen agotado los recursos internos.

Varias delegaciones mencionaron que el enorme número de denuncias registradas en el año anterior debe llevar a una reflexión sobre la capacidad de respuesta de los sistemas nacionales y sobre el carácter complementario y subsidiario que deben mantener los órganos del sistema. Agregaron en ese sentido que, los gobiernos deben por fortalecerse los sistemas nacionales de derechos humanos y mantenerse el estado de derecho, para evitar que la CIDH se convierta en una instancia de revisión de las decisiones de las autoridades nacionales.

Algunas delegaciones manifestaron su preocupación por la facilidad con la que la CIDH decide dar trámite a ciertas denuncias e insistieron en la necesidad de ser más estrictos en los requisitos que se exigen para que a una petición se le de curso.

Varias delegaciones expresaron que aunque esté claro que la CIDH no debe ser una cuarta instancia, es inevitable que los peticionarios lleguen a este Órgano en búsqueda de soluciones cuando ellos estiman que el sistema nacional presenta problemas que es necesario denunciar.

3. Presencia de la CIDH en los Estados Miembros

Varias delegaciones agradecieron las visitas efectuadas por los Comisionados de la CIDH a la a sus países, las cuales calificaron de útiles para acercar la Comisión a la gente. 

Algunas delegaciones, reiteraron su invitación de carácter abierto para recibir visitas de la Comisión o de sus Relatores en cualquier momento que sea necesario o que estime pertinente la Comisión. 
Varias delegaciones reafirmaron su política de puertas abiertas a la Comisión, misma que calificaron de indispensable para las labores que ella adelanta. Insistieron asimismo en la necesidad de que se mantengan la independencia y la autonomía de la Comisión, aspectos ambos esenciales para su existencia y desempeño.

Una de las delegaciones expresó sus puntos de vista sobre los motivos que han impedido las visitas de la CIDH a su país, concluyendo que no es del interés de dicho país negar la entrada de la CIDH, sino que más bien se trata de la necesidad de contar con la coordinación necesaria.

La delegación de Guatemala expresó su satisfacción por la celebración del 125 período extraordinario de sesiones de la CIDH en dicho país, así como por los resultados positivos que de él emanaron.

La delegación del Paraguay resaltó que en le transcurso de este año, del 5 al 7 de septiembre la CIDH está invitada para celebrar una sesión extraordinaria en dicho país. Esta delegación agregó que ello constituye una forma de acercar la CIDH a los ciudadanos de los países, y en este caso particular, a los habitantes del Paraguay.  

4. Labor de las Relatorías de Países y Relatorías Temáticas de la CIDH

Algunas delegaciones expresaron, en cuanto a las actividades de las Relatorías de la CIDH, su agrado respecto de los avances en al Proyecto de Declaración de las Personas Privadas de la Libertad, mismo que confían serviría de insumo para la consideración que se espera haga el Consejo Permanente de la preparación de una eventual Declaración Interamericana sobre Derechos, Obligaciones y Atención de las Personas Sometidas a Prisión. Igualmente, expresaron su interés en los avances con relación al mandato dado a la Comisión para proponer los indicadores de progreso para los informes nacionales conforme al artículo 19 del Protocolo de San Salvador, y sobre el particular entienden que podría producirse una respuesta este mismo año. También expresaron su expectativa respecto del informe que la Comisión preparará sobre el Derecho a la Verdad, un tema que posiblemente será atendido en el próximo período. 
Varias delegaciones resaltaron la confianza que tienen depositada en los relatores de sus países, con quienes expresaron tener una comunicación constante y positiva.

Algunas delegaciones mencionaron su compromiso con la protección de los derechos humanos de los pueblos indígenas y de los afrodescendientes, así como las acciones concretas que ya han sido implementadas en esta materia. Agregaron que estas medidas benefician igualmente a los defensores de derechos humanos, a quienes se protege tanto en su vida y en su integridad personal, como en la importante labor que desempeñan.

La delegación de Guatemala agradeció a la CIDH su apoyo al Grupo de Trabajo encargado de elaborar el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y en particular su asesoría a la Presidencia de Grupo de este Trabajo.

Las delegaciones felicitaron a la CIDH por labor en cuanto al estudio del acceso de las mujeres a la justicia  y en general por su trabajo en torno al tema de los derechos humanos de la mujer, preocupación común a todos los Estados Miembros.

5. Incremento presupuestal para la CIDH

En cuanto al tema presupuestario, varias delegaciones expresaron su apoyo a la prioridad que tiene el fortalecimiento de los recursos presupuestarios que se deben asignar tanto a la CIDH, dentro del programa-presupuesto regular de la Organización. 

Otras delegaciones sugirieron, que en respuesta a las múltiples manifestaciones de aprecio por la labor de los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, y para cumplir con el compromiso de fortalecer institucionalmente a la CIDH, es indispensable tener en mente los aspectos presupuestales. En ese sentido recomendaron intensificar sus esfuerzos por aumentar el presupuesto de este Órgano y para ello solicitaron que la CIDH presente a la brevedad posible a las delegaciones de los Estados Miembros, un presupuesto para los próximos 5 años.

Varias delegaciones expresaron que los Estados deben hacer todos los esfuerzos para que el sistema interamericano de derechos humanos cuente con todos los recursos que precisa para su adecuado funcionamiento.  

Algunas delegaciones expresaron que es necesario que tanto la importancia política que se da a la CIDH como el discurso al que con frecuencia se recurre en materia de derechos humanos, se vean reflejados respectivamente en el presupuesto del fondo regular que se asigna para el funcionamiento de la CIDH y en la universalización de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

6. Apoyo a la independencia y a la autonomía de la CIDH

Algunas delegaciones reiteraron su apoyo, tanto a la independencia como a la autonomía de la Comisión.
Las delegaciones reiteraron la confianza en la CIDH, insistieron en su independencia, particularmente sabiendo que a ella llegan denuncias de contenido político, a pesar de lo cual la CIDH no se ha dejado influenciar, actitud que solo puede asegurar el éxito en sus labores.

7. Diálogo de los Estados Miembros con la CIDH

Algunas delegaciones expresaron que es fundamental mantener un diálogo que permita hacer  las respectivas observaciones y recomendaciones al Informe Anual, con el ánimo de alimentar la perspectiva de la Comisión y para que sean consideradas en los informes de años posteriores de ser posible.
Las delegaciones aclararon que las observaciones y recomendaciones vertidas por los Estados  no constituyen ataques a la CIDH, sino que por el contrario, reflejan la confianza que se tiene en este Órgano. Agregaron que todos quieren contribuir al diálogo porque creen en el sistema interamericano de derechos humanos.

Varias delegaciones manifestaron que el diálogo entre la CIDH y los Estados miembros debe ser mas constante, y sobre el particular indicaron su preocupación por el hecho que las audiencias son demasiado cortas y por ellos no es posible realizar un intercambio equilibrado entre los peticionarios, los Estados y los Comisionados. Sin embargo, expresaron que entienden que las limitaciones presupuestales de la CIDH no le permiten que en la actualidad las audiencias tengan la duración deseada y por ello insistieron en la necesidad de incrementar su presupuesto.

8. Compromiso con la defensa de los derechos humanos
Varias delegaciones indicaron que aceptan el compromiso internacional con los derechos humanos, ya que es un compromiso fundamental de la vida civilizada y un compromiso con la democracia, un concepto ético, un concepto básico del funcionamiento de los Estados y del funcionamiento de su sociedad. 
9. Universalización de los Instrumentos Interamericanos de Derechos Humanos

Algunas delegaciones invitaron a todos los países de la Organización a ratificar los convenios y tratados interamericanos en materia de derechos humanos, constituyendo este esfuerzo, un acto de transparencia y de claridad política.
Varias delegaciones expresaron su acuerdo con las diferentes manifestaciones en pro de la universalización de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, condición indispensable para el fortalecimiento de los Órganos del sistema.

Otras delegaciones insistieron en que la universalización del sistema es necesaria para su eficacia real a la vez que aclararon que su falta de adhesión a ciertos instrumentos es solamente el reflejo de su capacidad de cumplimiento de los mismos.

10. Funciones de la CIDH

Otras delegaciones expresaron su preocupación por el exceso de funciones que los cuerpos políticos asignan a la Comisión e insistieron en la necesidad de que se defina que es posible y que no es posible para la CIDH, sin que se recorten sus facultades y atendiendo lo que la misma Comisión proponga. Expresaron que no tiene sentido que en cada Asamblea General se le asignen cuatro o cinco funciones adicionales a la Comisión que no puede cumplir, especialmente por que no se asignan los fondos necesarios para atender esos mandatos. Lo anterior en función de garantizar que la Comisión pueda cumplir con sus obligaciones en los plazos y términos razonables. 

11. Proceso de Reflexión sobre el Funcionamiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos

Varias delegaciones insistieron en la necesidad de continuar adelante con el proceso de reflexión sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos iniciado desde ya hace varios años.

12. Fuentes de información a las que la CIDH recurre

Otras delegaciones expresaron su preocupación con respecto a las fuentes de los datos y cifras sobre la situación de los derechos humanos que se citan en los informes de la CIDH y resaltaron la necesidad de contar con información que provenga de fuentes todas las vertientes ideológicas, incluso de las instituciones avaladas por los propios Estados.
Varias delegaciones sugirieron que, para afianzar la credibilidad y el equilibrio del sistema interamericano, además de destacar las problemáticas de los países en materia de derechos humanos, siempre se verifiquen las fuentes de las noticias que se citan en los informes y se destaquen los esfuerzos que están haciendo los gobiernos en la temática de los derechos humanos.

13. Los derechos humanos en los contextos nacionales y regionales
Algunas delegaciones sugirieron a la CIDH que la consideración de las peticiones y casos se haga teniendo presente el contexto en el que se generan las situaciones que dan origen a esas denuncias en materia de derechos humanos. 
Una de las delegaciones solicitó a la CIDH que limite sus acciones en aquellas situaciones que, por sus características excepcionales, ya han sido estudiadas y reguladas al interior de los Estados Miembros.

Varias delegaciones mencionaron su satisfacción por la decisión de la CIDH de realizar un estudio sobre seguridad y derechos humanos en el hemisferio, mismo que estimaron constituirá un diagnóstico que servirá para el diseño por parte de cada país en la materia. Sugirieron que en su elaboración se tenga presente el contexto de la seguridad en torno al tema de las pandillas, problemática que en la actualidad afecta a varios países de Centro y Sur América. Agregaron que este estudio podría servir como antecedente al momento de considerar peticiones individuales sobre el tema mencionado.

Algunas delegaciones mencionaron su preocupación por los criterios en los que se basa la CIDH para incluir a ciertos países en el Capítulo IV.

14. El Reglamento de la CIDH
Algunas delegaciones expresaron su preocupación por la forma en que se expidió el nuevo Reglamento de la CIDH y preguntaron por qué no se consultó con los Estados Miembros antes de hacerse público, ante lo cual hubiesen manifestado que se estaba vulnerando su derecho de defensa y que además constituye un retroceso a las reformas introducidas en el año 2001. Agregaron que les preocupa en particular que se establezca la posibilidad de unir los informes correspondientes a las etapas de admisibilidad y de fondo, con lo cual se limita la posibilidad de los estados “de re-hacer los documentos y re-hacer las pruebas”. 

Otras delegaciones se pronunciaron en cuanto a los procedimientos de la CIDH, indicando que es necesario que se evalúe la importancia de que los Estados dispongan de mayor plazo para el cumplimiento de las recomendaciones que emanan de los informe de fondo, con el objeto de hacer más eficiente la garantía de no repetición, lo cual consideran un tema central. Igualmente resaltaron la importancia de que los Estados conozcan con suficiente antelación las peticiones que sean objeto de consideración durante los períodos de sesiones de la CIDH.

Varias delegaciones manifestaron que a pesar que algunas de las reformas introducidas al Reglamento de la CIDH favorecen a las víctimas, pero otras, como en el caso de los plazos para la defensa, desfavorecen a los Estados y atacan el equilibrio jurídico y el principio de igualdad entre las partes litigantes. Agregaron que a pesar de contar con las atribuciones para reformar su Reglamento, mayor participación y diálogo de la CIDH con los Estados sería recomendable, e incluso, eventualmente, una reforma al Estatuto sería recomendable, como corresponde, en el seno de la Asamblea General.

15. Las Audiencias de la CIDH

Varias delegaciones expresaron su preocupación por desconocer con qué criterio se programan las audiencias, algunas de las cuales consideran importantes pero con respecto a otras no es claro o no se entiende el objeto de la audiencia; e incluso algunas de ellas se han percibido con claro interés político, lo cual distorsiona la naturaleza de la Comisión.

Algunas delegaciones resaltaron la importancia de la realización de audiencias temáticas en torno a las denuncias que se reciben y al trabajo de las relatorías, mismas que según manifestaron, conllevan muy buenos resultados y constituyen una muy buena práctica.

16. Consideración de Peticiones Bilaterales

Otras delegaciones mencionaron la sobresaliente importancia que tiene el tratamiento de un tema bilateral como el que recientemente se consideró por primera vez por parta de la CIDH. Cuando la Comisión asume el tratamiento de temas bilaterales, está obviando las más altas esferas de la política internacional. Este tema requiere la más alta sabiduría y competencia en el manejo de los temas, y que un error en el manejo de estos temas puede inclusive fracturar la Organización. En ese sentido, le solicitaron a la Comisión que un ejercicio de esa naturaleza se haga con la máxima prudencia, sabiduría, seriedad y cuidado.

17. Las Recomendaciones de la CIDH
Algunas delegaciones reconocieron su compromiso con el cumplimiento de las recomendaciones emanadas de la CIDH e hicieron énfasis en su interés por arribar a la solución amistosa.

Varias delegaciones insistieron en su compromiso con la labor de la CIDH, con su adecuado funcionamiento, con el cumplimiento de los plazos que se establecen y sobre todo con sus recomendaciones.

Otras delegaciones manifestaron su preocupación con respecto a la propuesta de establecer un mecanismo político para hacer seguimiento del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH y de las sentencias de la Corte, puesto que no deberían aquellos Estados que no se han adherido al pacto de San José y/o no reconocieron la competencia de la Corte, tener atribuciones para evaluar el cumplimiento de aquellas decisiones que se emiten contra los Estados que si han hecho el esfuerzo de cumplir con dicha adhesión

III. PRESENTACIONES TEXTUALES REMITIDAS A LA CAJP POR LOS ESTADOS MIEMBROS

A. CANADÁ

STATEMENT OF THE DELEGATION OF CANADA 

AT THE COMMITTEE ON JURIDICAL AND POLITICAL AFFAIRS 

Washington, D.C., Thursday, March 29, 2007

[Consideration of the Annual Report of the Inter-American Commission on Human Rights

to the General Assembly (CP/doc.4188/07 Vol. I), (CP/doc.4189/07 Vol. II)

and (CP/doc.4190/07 Vol. III)]

Mr. Chairperson,


My delegation would like to thank Dr. Melendez for his comprehensive overview of the Annual Report of the Inter-American Commission on Human Rights.


Canada strongly supports the work of the Inter-American system for the promotion and protection of human rights.  We believe that the promotion and protection of human rights is intimately linked with efforts underway in the Hemisphere to strengthen democracy.


An autonomous independent human rights system is essential for the OAS to play an effective role in the Hemisphere.  The primary role of the Commission is to ensure the respect of human rights by states and as such, it is necessary for member states to express their support for the Commission clearly and regularly.


Canada believes that a discussion on the future of the system is necessary, and should address questions related to: the implementation of recommendations, the financial situation of the system, the lack of resources to carry out its mandates, and universalization of the Inter-American instruments.  This discussion needs to take into account the necessity of respecting the independence and the autonomy of these institutions.


On the critical question of financing, Canada still believes that funding for the Commission should come from the Regular Fund, or another neutral source, in order to protect its independence.  This would also allow the Commission some flexibility in deciding how to use funds, including for operational costs.


The Secretariat plays an essential role in ensuring a functional and effective Commission.  Canada thanks all staff for their dedication, and for the work they accomplish under sometimes difficult conditions.

Chair,


Non-adherence to the Inter-American on Human Rights Convention has not hindered Canada’s-ability to contribute to the Inter-American Human Rights System.  Canadians can, and do, bring petitions to the Commission and the Government of Canada monitors these cases closely.


Previous evaluations on adherence had concluded that numerous reservations and statements of understanding would be required for Canada to accede to the Convention.  This would be inconsistent with Canada’s approach in acceding to international human rights instruments that reservations should be few in number and specific in scope.


We are currently working to determine if there is sufficient support at the federal level to take steps toward adherence, at which point provinces and territories would be consulted.  Further consultations with civil society will also be held.

B. COLOMBIA
INTERVENCIÓN DEL SR. EMBAJADOR CAMILO OSPINA, REPRESENTANTE PERMANENTE DE COLOMBIA, DURANTE LA SESIÓN DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS PARA LA PRESENTACIÓN DEL INFORME DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS (CIDH)  CORRESPONDIENTE AL AÑO 2006
Washington D.C., 29 de marzo de 2007 

[Consideración del Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

a la Asamblea General (CP/doc. 4188/07 Vol. I), (CP/doc. 4189/07 Vol. II) y 

(CP/doc.4190/07 Vol. III)]

Señor Presidente agradeciendo su sabia dirección.


En primer lugar, queremos agradecer la presencia del Presidente de la Comisión, Dr. Florentin Meléndez, el Secretario Ejecutivo, Doctor Santiago Cantón y, por su conducto, transmitir a los demás comisionados y a los miembros de la Secretaria Ejecutiva los agradecimientos por la preparación y elaboración del Informe Anual. Somos concientes de las limitaciones con que trabajan la Secretaría Ejecutiva y la Comisión y esto hace que su trabajo merezca un especial reconocimiento. 


El Estado colombiano considera fundamental mantener un diálogo que permita a los Estados hacer observaciones y comentarios sobre el Informe Anual con el ánimo de alimentar la perspectiva de la Comisión y de que sean recogidos en los informes de años posteriores, de ser posible. Por otra parte, queremos resaltar el trabajo que hemos realizado en coordinación con el relator para Colombia, Víctor Abramovich,  el cual ha producido resultados muy positivos. Yo quisiera decir que el reconocimiento del Estado colombiano al Doctor Abramovich es un reconocimiento honrado, nos sentimos tratados de forma equilibrada y en manos de una persona que nos da todas las garantías que podemos esperar de la Comisión. 

Quisiéramos empezar el tema de fondo, con un reconocimiento de la competencia y obligaciones de la Comisión. Colombia ratifica su ineludible compromiso con la Comisión, con las competencias de la Comisión y el alcance de éstas. Habrá muchos puntos para discutir, pero nuestro país acepta sin condiciones su compromiso con los derechos humanos que es fundamental para el desarrollo de la vida civilizada. 


Pensamos que el compromiso con los derechos humanos es un compromiso con la democracia, ¿cómo se puede pensar que un Estado es demócrata si no cuida los intereses de sus ciudadanos? Hay participación política o participación igualitaria en la medida en que un ciudadano tenga la libertad, la capacidad, de poder expresarse, de poder decidir, de poder opinar, de poder realizar las actividades económicas o sociales que a bien tenga, de acuerdo con unas reglas dadas, contenidas en un marco constitucional previamente adoptado por la sociedad. 


Lo anterior Colombia lo entiende como el cumplimiento de sus obligaciones internacionales, pero además como un concepto ético, un concepto básico del funcionamiento del Estado y de su sociedad. Ante la grave crisis que ha tenido Colombia, el país tiene muy claro que la única respuesta posible a las dificultades generadas por el narcotráfico y la violencia que este genera es la institucionalidad; que ninguna respuesta distinta es valida y que solamente el libre ejercicio democrático, y el respeto a sus ciudadanos y a sus derechos fundamentales son el camino para superar problemas tan difíciles como los que nosotros tenemos que afrontar. 


Invitamos, en ese orden de ideas, a todos los países de esta Organización a ratificar los convenios y tratados sobre derechos humanos. Ello representaría un acto de transparencia y de claridad política, por que estos tratados, no contienen más que la ratificación de obligaciones básicas con los ciudadanos y no son otra cosa que el compromiso de un Estado de auto-limitarse y de cumplir con obligaciones básicas. No estamos hablando de grandes obligaciones, estamos hablando de obligaciones elementales frente a la población. 


Nos preocupa el exceso de funciones que está adquiriendo la Comisión. Nosotros hemos trabajando ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos el tema de la síntesis y la racionalidad de los asuntos a manejar. Ofrezco en nombre de la delegación de Colombia, y tengo la certeza de que algunas de las delegaciones aquí presentes nos acompañan, los buenos oficios necesarios para definir este tema. No queremos recortar las facultades, inclusive pensamos que es la misma Comisión la que debe hacer una propuesta; pero deberíamos definir en realidad qué es posible y qué no es posible. No tiene sentido que en cada Asamblea le asignemos cuatro, cinco, seis funciones adicionales a la Comisión, que no va a poder cumplir. Si les diéramos el presupuesto, los funcionarios y los medios, vaya y venga; pero les asignamos una enorme suma de obligaciones y los mismos recursos, cosa que nosotros detectamos claramente como un problema sistemático de la OEA, no solamente con respecto a la Comisión si no en muchos otros ámbitos. Creemos que la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos es el escenario perfecto para poder colaborar en este tema. 


Si es del interés de la Comisión, ofreceríamos tratar de definir y perfilar por lo menos una priorización de aquellas obligaciones que le corresponden a la Comisión, para que no suframos un desgaste. La razón real de llegar con casos a la Comisión, al Sistema es por la denegación de justicia. Lo que no podemos permitir es que la Comisión sea un sistema de denegación de justicia, al cual recurren aquellos a los que se les ha denegado la justicia en sus respectivos países. Por lo tanto pensamos que es fundamental garantizar que la Comisión pueda cumplir con sus obligaciones, en los plazos y términos razonables. Gran lección de eso nos ha dado la Corte el día de hoy, y en ese punto pensamos que debemos darle todo el soporte y la ayuda a la Comisión para que pueda lograr sus objetivos y cumplir sus metas institucionales. 


Tengo que tocar un tema domestico, un tema propio de Colombia, que son los comentarios del capítulo V. Colombia acepta la existencia de los problemas en el país, acepta que tiene un  problema grave, que es un hecho que el narcotráfico ha creado una situación muy difícil en el país, y  rogamos a Dios todos los días porque nuestros vecinos y hermanos jamás tengan que enfrentar cosas como las que nos han tocado a nosotros. Reiteramos que nuestra decisión clara es afrontar institucionalmente estos problemas, por vía de la ley, por vía de la policía, por vía de los jueces, por vía de la decisión judicial y por vía de las instituciones democráticas, protegiendo a los ciudadanos mediante la aplicación de la Constitución Colombiana e inclusive llegando a la Comisión y a la Corte cuando haya lugar; esperamos que no sea necesario, en la medida en que nuestras instituciones puedan responder a nuestros ciudadanos. 


El Informe Capítulo V, tal como lo dijimos claramente en los comentarios previos hechos a la Comisión, tiene serios defectos de elaboración. Fundamenta su análisis en datos proporcionados por una ONG llamada CINEP, quisiéramos saber sí quisiera saber cuál es el fundamento técnico de esas cifras, cómo se estructuraron, ¿porqué CINEP y no la Universidad Nacional?, ¿porqué CINEP y no la Universidad Javeriana?, ¿porqué CINEP y no el DANE que tiene además cifras que han sido validadas por las Naciones Unidas?. Porqué no se usó una metodología previamente validada. Eso no es serio y no corresponde a la jerarquía y la responsabilidad institucional de la Comisión. Incluir cifras que no puede probar y que no puede sostener. Nosotros formalmente en esta reunión objetamos las cifras, y afirmamos formalmente que las cifras contenidas en el informe de capitulo 4º. Aportadas con fundamento en un informe privado, no corresponden a la realidad. Estamos en disposición de entrar en debate y de presentar las cifras que nosotros tenemos, verificadas por jueces, por fiscales, por instituciones públicas. Pensamos que tenemos instituciones serias que pueden sustentar esas cifras y que nos permiten probar lo afirmado. 


El punto concreto es que cuando hablamos de instituciones, y la Comisión lo es, debemos trabajar en el marco institucional. Nos llama la atención algo que en la exposición que la Comisión hace sobre el informe del Capítulo V se aclara hoy, es curioso que en el informe escrito no se mencione la palabra cocaína. Puede decirse fácilmente que en Colombia hay muertes y que hay masacres y que hay muchos problemas, sí claro, por supuesto, pero hay un trasfondo claro y hay un hecho concreto que dinamiza esas situaciones. Cuando se habló de bandas emergentes, por ejemplo, se hizo mención clara –y lo dice claramente hoy el informe de la MAPP OEA, que ese tipo de bandas se organizan alrededor de los lugares donde se desarrolla el negocio de la coca. Hay una causa de los problemas de Colombia, el narcotráfico, ojalá tuviéramos la capacidad económica para enfrentar un problema de semejante tamaño y eliminarlo de forma definitiva; hacemos todo lo que está en nuestras manos, hacemos un esfuerzo gigantesco en el punto presupuestal y humano; pero es un negocio enorme y hay aspectos que nos desbordan. 


Nosotros pediríamos de alguna forma a la Comisión que en los análisis se tenga en cuenta, tal como lo hacen los colegas de las ONG algunas veces, el contexto de porqué se dan las cosas. Nosotros aceptamos los problemas, no los estamos negando ni vamos a cuestionarlos. Los problemas existen, pero tienen causas también. Es muy importante que, cuando se escriba un documento de la importancia de los que se hacen acá, eso se tenga en cuenta las causas y las respuestas institucionales. 


Yo quisiera hacer una precisión, el Embajador de Paraguay dijo hoy unas palabras que son claras: la única autoridad competente para definir asuntos de derechos humanos en este continente es la Comisión Interamericana, y la única autoridad competente para sentenciar sobre estos asuntos es la Corte. Son las instituciones legítimamente admitidas por el conjunto de países que aquí estamos sentados. Colombia acata esas decisiones. Nuestro Estado se somete a las reglas de juego que ha firmado; el único protocolo que no hemos firmado es el de la pena de muerte, pero si algo está proscrito en Colombia es la pena de muerte.  Procederemos de conformidad. 


Colombia agradece a la OEA y con la Comisión el acompañamiento que nos hacen en el tema de desmovilización. Colombia ha tenido que escoger el equilibrio entre justicia y paz y está en un proceso dentro del cual está desmovilizando a estas alturas 32,000 paramilitares por un lado, y más de 10,000 guerrilleros por el otro. Eso es una cifra enorme, son 42,000 personas. 


Este tema implica que se tomen decisiones importantes que han sido avaladas por las instituciones públicas colombianas en especial por su Corte Constitucional, una de las instituciones más respetables del continente, como casi todas las cortes constitucionales de nuestros países, que a su vez acudió a las decisiones de la Corte Interamericana para fundar sus decisiones y a su interrelación de la formación del sistema judicial y legal en América Latina. 


Por lo anterior, Colombia considera la ley de justicia y paz una regla legal válida, es una ley transicional en el marco de un proceso de paz, en la cual se busca el equilibrio entre justicia y paz.

Nosotros agradecemos el acompañamiento de la Comisión y le rogamos su comprensión, sin perjudico de manifestar el interés de corregir aquellos aspectos que haya que corregir. 


Cuando estamos hablando de superar un problema crítico, Colombia manifiesta su clarísima voluntad de acogerse a la última parte de lo que dijo el Sr. Comisionado en el Informe del Capítulo Cuarto: llegar a la verdad, llegar a la justicia y llegar a la reparación. Lo haremos de acuerdo con la ley transicional porque es el único camino real que tenemos. Si queremos hacerlo por otras vías va a ser imposible, Colombia necesita recurrir a los instrumentos disponibles que efectivamente funcionen, obviamente garantizando la justicia, la verdad y la no repetición de los hechos. 


Quizás lo que es mas importante de destacar de este proceso es que con lo difícil que resulta afrontar hechos tan graves como los ocurridos en Colombia, todo el proceso de reconciliación y reconocimiento de la verdad se esta haciendo en el marco de sus instituciones constitucionales que están funcionando plenamente. 


Hacemos un esfuerzo gigantesco en el tema de protección de indígenas y afrocolombianos. Tenemos cifras muy importantes, no las voy a repetir acá, pero estamos cumpliendo nuestras obligaciones de protecciones de los ciudadanos con mayor riesgo. Tenemos el sistema más sofisticado del mundo en protección de defensores de derechos humanos, gastamos billones de pesos colombianos en temas de la protección a estos grupos vulnerables, consideramos especialmente que es nuestro deber que aquellas personas que quieran proteger los derechos humanos puedan hacerlo con libertad, y hacemos todo nuestro esfuerzo por garantizarles la protección y la posibilidad de realizar todas las acciones que les corresponda. 


Salgo del tema colombiano particular y quisiera regresar a la Comisión simplemente para advertir que nos parece muy meritoria la actividad de relatoría. Vamos a recibir próximamente la relatoría de segregación racial y  tenemos toda la disposición para colaborar en su misión. Colombia es un territorio en el cual jamás se le va negar acceso a la Comisión, la Comisión es bienvenida. Para poder sostener la credibilidad institucional nuestro país considera fundamental mantenerse abierta con miras a garantizar la transparencia de sus instituciones y nosotros estamos abiertos a que la Comisión vaya a Colombia cuando quiera, a donde quiera y cuenta con el apoyo de la institucional colombiana, para poder mirar, cuestionar o profundizar los temas que a bien tenga; no hay ningún problema ni restricción. 


En el tema presupuestal nosotros nos atrevemos hacer los comentarios y hablar a la Comisión porque pensamos que tenemos que ser claros. Hay que ser fuertes en la defensa del sistema. Nosotros estamos comprometidos completamente, razón por la cual pensamos que tenemos un compromiso que implica la doble vía de decir lo bueno y lo malo. En la parte de lo bueno, nosotros, como los demás países aquí presentes y los países que reconocemos la competencia de la Comisión, estamos convencidos de la necesidad de fortalecer la Comisión y la Corte, y pensamos que aporte presupuestal, tal como lo manifestamos con claridad a la Secretaría, no es satisfactorio. Se nos presentó un presupuesto con una disminución efectiva de los recursos de la Comisión; se nos dice que se está corrigiendo, sin embargo pensamos que hay que ir más allá. En el dialogo interamericano hay posiciones y hay intereses que defienden unos y otros; principios y valores distintos pero igualmente importantes para nuestra región, pero par un gran numero de países el Sistema Interamericano de Derechos Humanos es de especialísimo valor.


En las evaluaciones del día de hoy, vamos a rogarle a la Comisión que haga lo que hizo la Corte el día de ayer, que nos haga llegar los documentos que contienen las aspiraciones financieras de la Comisión. Pediríamos a la Comisión que hiciera del ejercicio de hacer una proyección a 5 años para poder ver cómo podemos entrar a negociar en los temas de presupuesto, para ver qué podemos avanzar. Cuentan con el apoyo político y con el apoyo decidido de un paquete muy importante de países; tienen la absoluta seguridad de que lo que hacen cuenta con el respaldo del continente. 

[image: image10.emf]Peticiones evaluadas por país en el año 2006 

Total 1315

223

195

124

117

109

70

67

65

60

55

48

37

27

22

16

14

13

11 11

9

7

6

5

3

1

0

50

100

150

200

250

Perú

Argentina

Panamá Brasil

México

Venezuela

Estados Unidos

Costa Rica Honduras Colombia Guatemala

Ecuador

Nicaragua

Bolivia Paraguay

El Salvador

Suriname Rep. Dominicana

Uruguay

Haiti Chile

Jamaica

Canadá Cuba

Antigua y Barbuda


Puntos críticos, el Reglamento. Con todo el respeto a la Comisión, el Reglamento fue expedido sin condiciones de transparencia; casi fue hecho a escondidas, nos enteramos a última hora, un mes después. ¿Por qué? ¿Por qué no se consultó el Reglamento con todos los interesados, Estados, ONGs, victimas? ¿Por qué no se puso en consideración de los países? ¿Por qué no se trajo a este foro de la CAJP? Por qué no tuvimos la oportunidad de verlo y decir: nos están vulnerando el derecho de defensa, y ahora nos vemos en la obligación de decirlo aquí: ese reglamento vulnera el derecho de defensa de los países. Ese reglamento es el retroceso claro de las modificaciones hechas en el 2001. Ese reglamento vuelve al punto donde la Comisión une la admisibilidad y el fondo y rompe la posibilidad de que los estados tengamos tiempo de revisar los documentos y las pruebas y en consecuencia exponer ante la Comisión nuestros argumentos y pruebas. 


Deseo invitar a la Comisión a que lo discutamos el tema, nosotros reconocemos la autonomía de la Comisión, no negamos su competencia para modificar el reglamento, eso no está bajo discusión. Lo que nos parece es que ha podido hacerse dialogando, con discusión y con análisis, no vemos porque no se hizo así. 


El otro punto que quizás nos angustia es el de las audiencias. Con qué criterio se programan las audiencias. Hemos visto audiencias necesarias e importantísimas y otras en las cuales la Comisión convoca audiencias en las cuales por su propia naturaleza no se sabe cuál es el objetivo de la audiencia, no se entiende a qué se pretende llegar con ella, y en algunas se ha percibido un claro interés político, lo cual distorsiona la naturaleza de la Comisión. 


Bien, un último punto que quisiera tocar muy corto, es un tema que se trató muy recientemente en la Comisión, se trata de procesos interestatales. Se estudio un proceso en el que se discutió una queja de un Estado frente al otro. Quizás el tema más importante que la Comisión puede analizar, es el tema de las relaciones bilaterales. En este mismo salón se ha reiterado en muchas oportunidades la decisión de no tocar temas bilaterales porque este es un foro multilateral. Cuando la Comisión asume competencia sobre temas bilaterales, inclusive en temas de derechos humanos, está saltando a las más altas esferas de la política internacional y requiere la máxima sabiduría y prudencia en el manejo de los temas. Nosotros no desconocemos las competencias pero entendemos que se requiere la máxima sabiduría y prudencia en temas de altísima sensibilidad dentro de los países y que un error en el manejo de temas de esta naturaleza podría inclusive fracturar la Organización. Nosotros le rogamos a la Comisión que el ejercicio de una competencia de esa naturaleza se haga con la máxima prudencia y cuidado, con toda la seriedad y con toda la sabiduría que se exige a los jueces y a los magistrados. Pido disculpas a los compañeros por la extensión de la intervención.  Mil y mil gracias.

C. COSTA RICA

Intervención del Embajador, Representante Permanente de Costa Rica, 

Javier Sancho Bonilla, durante la sesión de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos en  la presentación del Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos correspondiente al año 2006.

Señor Presidente,

Saludo con todo respeto al Señor Doctor Florentín Meléndez, Presidente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, así como al Señor Secretario Ejecutivo, Don Santiago Cantón y agradezco el informe presentado.

Quisiera reiterar, como lo ha hecho siempre mi país en distintas ocasiones y ante diversas instancias internacionales, nuestro firme e insoslayable compromiso en la promoción y en la defensa incondicional de los derechos humanos y el robustecimiento de las instituciones hemisféricas a las cuales los Estados Miembros hemos confiado tan magna misión.

En ese mismo sentido, hemos manifestado nuestro incondicional apoyo a la iniciativa de que el financiamiento de la Corte provenga fundamentalmente del fondo regular de la OEA, como un mecanismo eficaz para preservar el equilibrio procesal y la sana administración de justicia dentro del Sistema Interamericano, afianzando además su autonomía e independencia.  Solidaridad y compromiso que hemos externado hoy en la mañana a la Corte Interamericana de Derechos Humanos luego de escuchar su informe anual, y que además hacemos extensivos en esta ocasión a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

A la vez, saludamos los esfuerzos que la Comisión se encuentra realizando para poder estudiar y analizar las peticiones presentadas y los casos pendientes, cuyos números revelan un aumento vertiginoso, y llegar a una pronta determinación de los mismos, particularmente de aquellas peticiones y aquellos casos que llevan ya varios años esperando estudio o resolución, respectivamente.

Reconocemos y subrayamos nuestra seguridad en la salvaguarda a la independencia funcional y a la autonomía jurídica de las instancias judiciales y cuasi-judiciales de la región.  Pero en esta oportunidad deseamos destacar además el hecho de que esa autonomía y aquella independencia no las entendemos gratuitamente, sino en esencia como garantías inexorables de imparcialidad para el ejercicio de tan noble labor, acorde con las dignas responsabilidades y la decorosa investidura que han sido conferidas a los órganos del Sistema por los Estados miembros de la OEA, en la defensa y la promoción de los derechos humanos en las Américas.

Luego de repasar el informe de la Comisión que hoy se analiza, deseamos resaltar la confianza de Costa Rica en el Sistema, la cual es y ha sido plena en múltiples sentidos.  Prueba de ello lo es la adhesión de mi país a todos los mecanismos convencionales de control instaurados dentro del Sistema Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos.  

De dicho informe, destacamos los avances “jurisprudenciales” que emanan de las decisiones de la Comisión en los últimos años y la importante labor que realizan las diversas Relatorías Especiales en la misión de promoción y defensa de la persona humana en temas específicos, en las figuras de los señores Comisionados, así como de las visitas y los informes que realizan.  Mi país reafirma la legitimidad y la autoridad suficiente de los Relatores para supervisar la situación de los derechos humanos de las personas especialmente vulnerables en el hemisferio y las violaciones a un derecho particular. El año pasado, tuvimos la oportunidad de recibir en Costa Rica al Relator Especial sobre Libertad de Expresión, asimismo mi país ha contribuido con dicha Relatoría a través de una modesta, pero a la vez simbólica aportación financiera. 

Creemos también que es mucho lo que se podría fortalecer en esas Relatorías, con la finalidad de coadyuvar a la consolidación del Sistema y a su descongestionamiento.

Así, por ejemplo, sobre este último aspecto relacionado con el congestionamiento procesal, mientras que en su informe anual ante este mismo foro, el Honorable Expresidente de la Comisión, Don Claudio Grossman señalaba ya con cierta preocupación en el año 2001, la acumulación de 930 casos individuales pendientes, la recepción durante el año 2000 de 681 denuncias sobre presuntas violaciones de derechos humanos, y la publicación en ese informe de 35 decisiones de admisibilidad, 23 sobre el fondo y 13 informes de solución amistosa, además de 21 decisiones de inadmisibilidad y 61 de archivo, resulta que precisamente hoy, seis años después, se nos anuncia ante este mismo foro que durante el año 2006 se declararon admisibles 56 casos; a la vez que se produjeron 14 informes sobre peticiones declaradas inadmisibles; 10 informes de solución amistosa; y 8 informes de fondo;   todo lo cual contrasta con el total de 1635 denuncias recibidas sobre presuntas violaciones de derechos humanos para el ejercicio anual del 2006 y un total acumulado de 1237 casos pendientes.

Un viejo aforismo anglosajón, repetido en anteriores ocasiones en esta sala, señala: “justice delayed is justice denied”.  Por lo tanto, observamos con sumo interés éstas y otras acciones señaladas en el informe, dirigidas a reducir los perjudiciales efectos de la mora procesal, como una forma de reforzar además la credibilidad y la confianza en el Sistema.  La responsabilidad de la Comisión en este tema es de innegable trascendencia, como un primer filtro erigido por la normativa Internacional del Sistema Interamericano.

En lo que hace a las reformas operadas al Reglamento de la Comisión Interamericana en el 2006, la Delegación de Costa Rica desea agradecer el empeño y reconocer los esfuerzos desplegados por esta última en procurar mecanismos procesales que tiendan a garantizar de manera más eficaz el pleno acceso de las víctimas al Sistema y afianzar normas que a la vez procuren una verdadera paridad procesal entre las partes.  No obstante, a la vez que destacamos la necesidad de introducir mecanismos que afiancen el equilibrio procesal de las partes, también deseamos realizar una reflexión sobre cuatro aspectos importantes que nos permitimos hoy expresar ante Ustedes.

En primer lugar, el Estado de Costa Rica, siendo parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, observa con preocupación que no se haga uso de los mecanismos de comunicación institucional de la Organización hacia los Estados y los canales ya establecidos, para informar sobre las reformas reglamentarias introducidas más recientemente.  Al mismo tiempo que destacamos importantes reformas reglamentarias, especialmente en relación con el tema de las Relatorías Especiales y la designación de sus encargados, miramos con honda preocupación algunas de las modificaciones procedimentales recientes que han sido ya abordadas profusamente por los señores delegados y las señoras delegadas que me antecedieron en el uso de palabra.

En segundo lugar, la Delegación de Costa Rica desea adelantar desde ya un respetuoso pero a la vez vehemente y firme llamado a la Honorable Comisión, con la finalidad de que se estudien y reevalúen los criterios y mecanismos vigentes de admisión prima facie de las peticiones individuales, teniendo presente que ello redundará favorablemente en el fortalecimiento del sistema en múltiples sentidos:  Primero, estimamos que ello redundará en una verdadera racionalización de los recursos financieros y humanos que se asignan anualmente a la Comisión.  Segundo, confiamos en que dicho ejercicio procurará a los Estados mejores posibilidades de reasignación de sus recursos públicos, partiendo de la premisa de que solamente aquellas peticiones que logren superar sustantiva y cualitativamente los filtros procesales respectivos, tendrán la virtud de convertirse en casos.  Tercero y último, aspiramos a que todo lo anterior conlleve necesariamente a una mayor credibilidad y confianza internacional en el Sistema y la labor que realiza la Comisión.

Unido a lo anterior, Costa Rica desea manifestar en tercer lugar, su aspiración de que la posibilidad excepcional del diferimiento procesal de la decisión de admisibilidad inicial para ser resuelta junto con la resolución de fondo, sea precisamente eso, una práctica excepcional cuya aplicación depende exclusiva y estrictamente de las extraordinarias condiciones que debe determinar el Reglamento.

En cuarto lugar y en lo que hace al mecanismo de las comunicaciones interestatales, el cual se encuentra vigente únicamente para 10 de los Estados Parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Delegación de Costa Rica cree firmemente que la sensible responsabilidad ética y jurídica de la Comisión en el trámite de admisión prima facie de las situaciones sometidas por un Estado miembro en contra de otro Estado, se ve notablemente magnificada no sólo por el principio de reciprocidad que impregna la lógica de las relaciones internacionales y la filosofía en que se inspira el mismo Sistema Interamericano, sino que debe además ser guiada por la prudencia y el sentido común.

La reciente experiencia de este año, inusitada en los anales del Sistema Interamericano, en que por primera vez un Estado miembro se ha dirigido contra otro ante la Comisión Interamericana, revela enseñanzas de gran valía para los demás países miembros del Sistema y para la misma experiencia institucional de la Comisión, sobre las especiales situaciones que rodean la actividad contenciosa en este campo interestatal.

Sobre este último punto, debemos compartir la preocupación a la cual se ha referido ya mi distinguido colega el Embajador Camilo Ospina, Representante Permanente de Colombia, y hacemos propias sus palabras cuando señala que la Comisión “al aceptar este tipo de peticiones interestatales salta a la esferas de la política internacional y de las agendas bilaterales de los países; es muy arriesgado y peligroso ya que cualquier error bien podría fracturar al Sistema y a la Organización misma”.

La importancia de la acción que desempeña la Comisión Interamericana, pero acaso también sus responsabilidades como una primera instancia procesal en el Sistema, son múltiples, variadas y complejas.  Creemos que, institucionalmente, el diálogo tripartita, profundo y sincero, entre la Comisión, la Corte y los Estados, revierte una singular significación ahora y en todo momento.

Señor Presidente:

Deseamos, finalmente, reiterar nuestras palabras de apoyo a los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, y nuestro sincero compromiso de trabajar juntos en el perfeccionamiento del mismo.

MUCHAS GRACIAS.

D. ESTADOS UNIDOS

Presentation of the 2006 Annual Report

of the Inter-American Commission on Human Rights

(Statement as read by Andrew Stevenson, Alternate Representative of the United States of America at the Committee on Political and Juridical Affairs -- March 29, 2007)

Good afternoon, Mr. Chair.


My delegation would like to join other delegations to recognize and commend President Florentín Meléndez, Dr. Canton, the Secretariat, and, of course, the Commissioners, for their tireless and often thankless work on the Inter-American Commission on Human Rights and for the production of this useful report. 


The United States would also like to congratulate Commissioners Meléndez, Paolo Carozza, and Victor Abramovich upon their recent elections last month as President, First Vice-president and Second Vice-president.  


Mr. Chair, Secretary General Insulza noted very eloquently last May at the inauguration of the 124th Session of this Commission the paramount importance of democracy and human rights as key foundations of the Inter-American system.  Previous President of the Commission Dr. Fernandez Arevalos also observed last October that “democracy and the rule of law are necessary conditions for the observation of human rights and for their respect in democratic societies. According to the Inter-American Democratic Charter, essential elements of representative democracy include respect for human rights and fundamental freedoms.”


My delegation believes that these words are worth emphasizing again here today.  Democracy is indeed the chrysalis from which economic and social development, and progress, emerge and are maintained.  


And respect for human rights is fundamental to that cause.  It is what gives security its true meaning – the defense of the individual from governmental abuses and cruelty.  Respect for human rights reflects the highest ideals of what we can achieve, collectively, as a society.


Mr. Chair, the reports being presented today in this Committee are a key element of the Inter-American goal not only to prevent human rights abuses, but also to “positively” strengthen that respect for each of us as individuals and to give us all the opportunity to achieve our full potential with dignity.


These reports are a testament to the peoples of the Americas and the fact that the Inter-American system takes seriously our goal to build a more-just world.  And, with few exceptions, we have made great progress – Progress from which we must not retreat, and from which we cannot afford to rest.


At a time when nongovernmental organizations are under increasing pressure in many countries around the world, my delegation also believes it important to highlight the visibility which the Commission has given to the role of civil society actors and human rights defenders in this annual report -- as well as in its recent “Report on the Situation of Human Rights Defenders in the Americas.”  As Secretary of State Rice has noted in this regard, "When NGOs and other human rights defenders are under siege, freedom and democracy are undermined.  We must defend the defenders ... It is imperative that democratic governments work in concert to defend the vital role that NGOs play in building free societies.”  


Human rights defenders and non-governmental organizations are essential to a nation’s success.  In today’s world, the problems confronting states are too complex even for the most powerful to tackle alone.  However, restricting the political space of NGOs -- and public debate in turn -- only limits a society’s growth.   Our commitment to protect the men and women who serve the cause of human rights and fundamental freedoms in the Hemisphere must be as determined as the efforts of those who persecute them.


We must help countries develop the democratic institutions that will ensure human rights are respected over the long term.  We must help fragile democracies deliver on the high hopes of their citizens for a better life.


And with these hopes in mind, more needs to be done with these reports so that they do more than collect dust in our offices, the offices of government officials, non-governmental organizations, university professors, and libraries. 


Last year, Secretary General Insulza made a call for greater attention to be paid to the Annual Reports of the Commission, both at the Permanent Council and at the General Assembly.  In fact, he suggested that the Permanent Council should be the “bridge” between the Human Rights Commission and the member states – a forum to discuss the state of human rights in our hemisphere.  My delegation would like to reiterate this important observation again this year.


We need to continue the historic and useful practice of having an oral presentation of the Annual Report, as we have received today so expertly by President President Meléndez, before the Permanent Council.  We need to discuss this report and its contents to highlight our strengths and to challenge ourselves to improve upon our weaknesses.  


Further, my delegation believes this discussion should also carry over to the General Assembly -- as the premier forum for the Americas to strengthen our commitment to representative democracy and human rights for all peoples.  This only naturally reflects what the President of the Permanent Council, Ambassador Maria Luján Flores, observed last month – that the Commission has been engaged in a “visible increase of activity” in recent years.


Lastly, in addition to our important support of fundamental freedoms and rule of law, we as OAS member states must also protect and strengthen our commitment to right of freedom of expression for all, and we must make appropriate efforts to ensure a safe and non-violent environment for the free-flow of ideas and public discourse throughout the hemisphere.  To that end, we look forward to the continued work of Dr. Ignacio Alvarez.

Mr. Chair, Dr. Florentín Meléndez’s presentation also revealed to us once again the dire financial needs of the Commission.  My delegation would like to encourage all potential donors to seek additional funds to support the important activities of the Commission.


In closing, the support from the United States for the Commission’s mandate remains strong, and we believe its function remains a vital part of the inter-American system.  Thank you.
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� 	El texto complete de la presentación de esta delegación fue remitido a la Secretaría de la CAJP y se incluye en el capítulo siguiente.
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